Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Son las 16:04). 
—Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes). 


«Nota recibida del representante nacional por Tacuarembó, Wilson Ezquerra, referente a la 
situación de la empresa Fenirol S.A. 


Nota de la Presidencia de la Cámara de Senadores adjuntando versión taquigráfica de las 
palabras pronunciadas por el senador Carlos Camy, en sesión de fecha 18 de octubre, relacionadas 
con el suministro de supergás a la población. 


Solicitud de audiencia del consejo directivo de Unvenu —Unión de Vendedores de Nafta del 
Uruguay- a efectos de presentar un trabajo realizado por la empresa CPA Ferrere. 


Solicitud de audiencia del grupo multiinstitucional ad hoc de Petróleo, Gas y Biocombustibles, 
a efectos de presentarse como grupo recientemente constituido. 


Nota de agradecimiento de la Cámara de Turismo por la nota firmada por el señor 
presidente». 


—Antes de recibir a la delegación, comunico a la comisión que teníamos dos solicitudes de 
entrevista: por un lado, la de la Unión de Vendedores de Nafta del Uruguay —-Unvenu-, vinculada a un 
estudio realizado con CPA Ferrere y que deseaban presentar a la comisión y, por otro, la de Antel, 
presentando un grupo de trabajo vinculado al petróleo y gas. Ambas delegaciones fueron invitadas 
pero solo pudo asistir Unvenu. 


Por otro lado, está pendiente la convocatoria a la señora ministra de Industria, Energía y 
Minería. Habíamos quedado en fijar fecha para el mes de noviembre, pero seguramente quedará para 
los primeros días de diciembre. 


Quiero recordar también que habíamos acordado invitar, antes de que empiece la 
temporada, a la señora ministra de Turismo y a los representantes de la Cámara de Turismo del 
Uruguay, en función de una cantidad de eventos relativos a la planificación de la temporada. Sabido es 
que esta comisión tiene además competencia en materia de turismo, aunque esa temática no haya 
sido tratada con preponderancia. La señora ministra me comunicó que preferiría concurrir a la comisión 
en la segunda quincena del mes de diciembre, previo al comienzo de la temporada; en concreto, 
propuso como fecha de reunión el miércoles 21, por lo que deberíamos convocar a una sesión 
extraordinaria. En esa ocasión invitaríamos también a los representantes de la Cámara de Turismo del 
Uruguay. 


(Apoyados). 


—Comenzamos, entonces, con la presentación de los representantes de la Unión de 
Vendedores de Nafta en función de un estudio que encargaron a la consultora CPA Ferrere sobre la 
situación del sector. Ellos pidieron ser recibidos por la comisión para presentarlo. 


Nos acompañan los señores Gonzalo Carbajales y Jorge Bonino Y me informan que en unos 
instantes vienen los representantes de CPA Ferrere. 


Sin más, le damos la palabra al señor Bonino. 


SEÑOR BONINO.- Buenas tardes. Agradecemos que nos hayan recibido. La solicitud de audiencia se 
fundamenta en la situación que nuestro sector viene atravesando desde hace ya varios años, pero que 
se ha ido agravando paso a paso y con algunos puntos de inflexión importantes, sobre todo en el año 
2013 y ahora, a mediados de este año. 


Voy a dar un panorama del sector y, además, he entregado a Secretaría una base de esta 
presentación y de la que harán los representantes de CPA Ferrere. 


El sector nuclea unos 8.400 trabajadores y unas 480 estaciones de servicio en todo el país. La 
gran mayoría de los propietarios —el 80 %- tiene una sola estación, generalmente con dos o más 
socios. En general son estaciones pequeñas y medianas, el 62 % son micro o pequeñas, el 38 % son 
medianas, y el 1 % o 2 % son grandes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Disculpe, pero para que la presentación sea clara, imagino que la distinción 
entre grandes, medianas y pequeñas debe estar basada en la cantidad de litros que venden. 


SEÑOR BONINO.- Básicamente, se hace siguiendo los criterios que utiliza el Ministerio de Industria, 
Energía y Minería para definirlas. Están catalogadas en función de la facturación y demás. Por eso digo 
que hay un 1 % o 2 % que pueden ser catalogadas como grandes, pero un 60 % o 62 % corresponde a 
las pequeñas y micro empresas. El resto, básicamente, son medianas. O sea que se podría decir que 
la totalidad de las estaciones son pequeñas o medianas. 


En el sector hay combustible reconocido no solo a nivel del país, sino también del continente, 
que es de buena calidad, en todo el territorio y durante todos los días del año, por lo cual consideramos 
que es un sector que funciona bien, quizás como pocos —lamentablemente- en el país, y eso lleva a 
hacernos reflexionar y preguntarnos por qué cuando un sector funciona bien se le trata de hacer 
cambios que no tienen fundamento en aspectos o en falencias del propio sector. 


Para empezar, en la Rendición de Cuentas y Balance de Ejecución Presupuestal del año 
2015 el Poder Ejecutivo incluyó en su informe económico-financiero una cláusula que hace referencia a 
una disposición del Poder Ejecutivo referida a que Ancap debería reducir, por lo menos, un 10 % los 
costos de distribución, lo que significaría aproximadamente USD 38:000.000. Esa definición del Poder 
Ejecutivo no tiene una fundamentación en cuanto a por qué se llega a ese número y, además, tiene 
que ver con un aspecto que no hace a las finanzas de Ancap. La distribución tiene dos componentes 
básicos: la distribución primaria, que sí tiene que ver con Ancap, y la distribución secundaria, que tiene 
que ver con los fletes, las empresas distribuidoras y las estaciones de servicio. La definición que hace 
el Poder Ejecutivo en la rendición de cuentas, de reducir por lo menos el 10 % a partir del 1.* de enero 
del año próximo está referida, específicamente, a esa distribución secundaria y, en particular, a las 
empresas distribuidoras y a las estaciones de servicio. En definitiva, lo que está haciendo con esa 
medida es reducir la rentabilidad de las estaciones de servicio y de las empresas distribuidoras, no en 
beneficio del público ni de la baja de precios, sino de Ancap. O sea que a efectos de tratar de beneficiar 
las finanzas de Ancap ante los problemas que ha enfrentado, toma dinero que, en realidad, no le 
pertenece —porque es una cuestión externa a la empresa—, y en base a eso determina  —no sabemos 
por qué-— ese porcentaje del 10 %. 


Creemos que si lo que hay que corregir es la situación económico-financiera de Ancap, debe 
tomarse en cuenta los aspectos que tienen que ver con la actividad de la empresa, que son la 
importación, la refinación, el almacenaje y la distribución primaria, lo que tiene que ver con la 
distribución entre sus plantas, y no con la distribución de puertas hacia afuera. Al igual que los 
impuestos, es algo que recauda Ancap a través del precio, pero para volcar algo que no le pertenece. 
En definitiva, entendemos que el hecho de que Ancap tome parte de ese margen nuestro es una 
confiscación de nuestros ingresos. 


Nuestro sector tuvo tres momentos que han definido la situación grave que hoy enfrenta. El 
primero tiene que ver con una serie de costos que ya, desde hace varios años, no venían siendo 
reconocidos por Ancap, con motivo de lo cual, en el año 2012 Ancap decidió hacer un relevamiento a 
fin de determinar una nueva estructura para la paramétrica, pretendiendo reflejar lo que se supone era 
una estación tipo. La estación tipo que define Ancap tiene que ver con el volumen en litros que se 
vende a nivel nacional dividido la cantidad de estaciones que operan. Esa estructura, que se iba a 
definir en base a ese relevamiento —una muestra que definió la propia Ancap y que llevó a cabo con 
sus funcionarios— se suponía que iba a verse reflejada en una nueva paramétrica que iba a pretender, 
dentro de ciertos márgenes de eficiencia, reflejar exactamente lo que eran los costos de la estación 
tipo. Pero una vez que se hizo ese relevamiento Ancap decidió modificar en forma unilateral la 
paramétrica, en julio del 2013, no respetando los resultados de esa evaluación que había hecho a nivel 
nacional en el año 2012. 


Esto implicó graves perjuicios para nosotros pues, además de no contemplarse una cantidad 
de costos, se modificó la forma de ajustar nuestra rentabilidad y los alquileres que pagan nuestras 
empresas, generando una dualidad de criterios dado que las empresas -—incluida la propia Ancap a 
través de Ducsa— cobran sus alquileres con un porcentaje del margen y, en cambio, en esta 
paramétrica pasó a congelarse en el valor en que estaba y a ajustarse por la unidad reajustable de 
alquileres. En definitiva, se cobra de una forma, pero se reconoce de una manera diferente, lo que 
implica una aleatoriedad total porque no se sabe cómo puede evolucionar de una u otra forma. 


Después de la instancia de 2013 —que provocó serios perjuicios, incluso, determinó que 
aproximadamente la mitad de las estaciones iniciara una demanda judicial que está en proceso—, a 
fines de 2015 llegamos a negociar un convenio salarial que se terminó firmando el 30 de diciembre a la 
hora 21 por la acción del propio Ministro de Trabajo y Seguridad Social y del Director de Trabajo. 
Entendíamos que si Ancap no daba su visto bueno a la negociación en forma directa y formal íbamos a 
tener problemas en nuestros ingresos, y por eso el ministerio, con el entonces presidente de Ancap, 
determinó cómo se autodefinía la empresa como sector y, por ende, cuáles eran los porcentajes que, 
siguiendo la pauta del Poder Ejecutivo, se iban a aplicar. 


En función de eso se acordó el convenio salarial. A último momento hubo un inconveniente 
debido a una interpretación errónea de la entonces presidencia de Ancap, -que fue corregida— y el 31 
de diciembre se derogó la norma que se había dictado. El convenio finalmente fue reconocido y a partir 
del 1* enero no solo se reconoció con retroactividad al 1* de julio de 2015, sino que también se aplicó 
el ajuste correspondiente al 1? de enero. El convenio siguió aplicándose perfectamente bien hasta el 30 
de junio, pero el 1” de julio le correspondía el siguiente ajuste salarial que ya estaba incluido tanto en 
porcentajes como en oportunidad dentro del convenio firmado en 2015, sin embargo Ancap decidió — 
reconociendo que correspondía ajustar porque en la resolución dictada señala específicamente que 
debería ser así- suspender el reconocimiento de ese costo y de paso congelar todo el margen, como 
primera medida iba hasta setiembre y después dictó otra prorrogándola un mes más y, por último, por 
la vía de hecho lo mantuvo hasta el día de hoy. O sea que desde julio ha quedado congelado el 
margen no solo no variando el ajuste salarial, sino no reconociéndose la variación de ningún otro 
parámetro. 


Adicionalmente, tenemos por delante el problema relativo al decreto del Poder Ejecutivo cuya 
entrada en vigencia fue postergada —que refiere a la venta con medios distintos al efectivo las 
veinticuatro horas del día— del 1% de noviembre al 1.? de mayo. Esto implica pasar a vender un 100 % 
con medios distintos al efectivo y Ancap de palabra nos anticipó que no va a reconocer el costo 
adicional de aranceles y financiero que significa ese pasaje, lo que para nosotros es un determinante 
muy fuerte. 


Los especialistas de CPA Ferrere van a analizar en profundidad los instrumentos económico - 
financieros. Ante la grave situación que estamos viviendo decidimos contratar una consultora externa 
para que con una mirada profesional podamos saber exactamente dónde estamos parados y trasmitir a 
las autoridades cuál es la situación que nos está agobiando. Como queríamos, con independencia, 
tener números claros contratamos a CPA Ferrere quienes durante varios meses hicieron un profundo y 
detallado estudio —que ahora van a exponer— donde se demuestra que realmente de una utilidad 
teórica que figura en Ancap para la estación promedio, prácticamente queda muy poco y si seguimos 
sin reconocer los costos y congelando la bonificación, la tendencia es a desaparecer. Hoy, tanto las 


estaciones pequeñas como las grandes —pero sobre todo las pequeñas- tienen muchas dificultades y, 
si sigue este proceso, en cuestión de meses la situación puede ser caótica y podemos enfrentarnos a 
un cierre masivo de empresas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Vamos a pedirle al economista Gabriel Oddone y a Santiago Rego que hagan 
la presentación. Después vamos a hacer algunas preguntas vinculadas a la exposición que han hecho 
los directivos de Unvenu. 


SEÑOR ODDONE.- Buenas tardes. En primer lugar, queremos darles las gracias por brindarnos la 
posibilidad de explicar el trabajo que hicimos y, en segundo término, voy a hacer un breve repaso del 
trabajo que Unvenu nos solicitó. La idea es repasar estos cuatro puntos. 


Voy a referirme rápidamente a los primeros dos y después me voy a concentrar en los más 
relevantes. Antes que nada, voy a dar una definición conceptual para que todos sepamos de qué 
estamos hablando. La bonificación de la que voy a referirme a partir de este momento tiene que ver 
con la diferencia entre el precio fijado por Ancap -el precio final de venta—- y los costos que 
implícitamente reconoce en la paramétrica. Por lo tanto, implícitamente se define una utilidad 
determinada, lo que caracteriza a un típico mercado regulado donde la relación comercial que se 
plantea entre las estaciones de nafta y Ancap tiene establecido un precio y una ganancia. 


Al respecto, Unvenu nos ha planteado dos preocupaciones: en qué medida la estructura 
actual de la paramétrica refleja la realidad y en qué medida los costos que están efectivamente 
incluidos siguen la evolución de lo que es una estación tipo. Justamente, el objetivo de nuestro trabajo 
se centra en evaluar la paramétrica desde dos perspectivas. La primera es si la bonificación implícita 
en ella guarda alguna relación con la evolución de las variables que integran esa paramétrica, de 
manera tal que lo que Ancap termina pagando tenga algún vínculo con lo que ocurre efectivamente —en 
seguida vamos a ver que así es, que la paramétrica cumple los supuestos que están detrás—, y la 
segunda es evaluar la composición de la paramétrica y en qué medida eso refleja la realidad material 
de las estaciones de nafta. 


Luego queremos plantear un ejercicio mínimo de sensibilización que propone evaluar en qué 
medida afectan los cambios recientes. 


Como es natural, la venta de combustibles está muy relacionada con la evolución de la 
actividad que en los últimos dos años se ha desacelerado en el país, por lo tanto, las ventas de 
combustibles han tenido el mismo comportamiento. Las ventas de combustibles han estado creciendo 
2,6 % en un contexto en el que el producto creció algo menos y las bonificaciones han estado 
evolucionando con una variación negativa del 1 %, básicamente porque desde el año 2016, en 
promedio, han estado creciendo por debajo de la inflación. El primer elemento importante a tener en 
cuenta es que esta discusión tiene lugar en un contexto de menor crecimiento de las ventas de 
combustible respecto a años anteriores. 


La paramétrica está conformada por cinco componentes que Ancap reconoce como costo 
para las estaciones de servicio: la evolución del Índice de Precios al Consumo, que es lo que indexa el 
conjunto de variables que integran los otros costos; el salario mensual del pistero, establecido por el 
convenio salarial; el ficto sobre el alquiler que efectivamente pagan los estacioneros; el dólar que es 
una variable relevante para algunos costos que forman parte del suministro de la estación; y finalmente 
el precio de la gasolina que es el principal componente. En esa distribución por un lado el IPC y por 
otro los salarios son los que tienen una ponderación cercana al 80 % del total de la paramétrica. 


Como recién señalaba el señor Bonino, en 2013 hubo algunos cambios y se estableció una 
nueva paramétrica que desde nuestra perspectiva presenta mejoras respecto a lo que era la versión 
anterior. Ahora la paramétrica tiene un seguimiento mensual, con un conjunto de valores más acotado; 
antes tenía una agrupación de más de cien variables, pero hoy tiene cinco grandes grupos que son los 
que acabo de mencionar. Eso hace que la paramétrica sea mucho menos sensible a los movimientos 
de variables mucho más difíciles de seguir recurrentemente y permite tener una aproximación cercana 


a variables económicas que se pueden seguir con información pública. En ese sentido, creo que la 
transparencia y el proceso de actualización son mucho mayores. 


Lo siguiente que hicimos fue plantearnos una pregunta que nos hizo Unvenu: lo que Ancap 
efectivamente está pagando como concepto de paramétrica, ¿guarda relación con la evolución de las 
variables que integran la paramétrica, o en algún sentido se produce un desvío? En la gráfica puede 
observarse exactamente lo que ocurre. Lo que aparece en color celeste es nuestra estimación de la 
paramétrica, siguiendo la evolución de las variables que la integran, y lo que está en azul oscuro es lo 
que Ancap efectivamente pagó a las estaciones. Esto indica que, salvo dos pequeños desvíos para los 
cuales no encontramos una explicación, pero que no son sistemáticos ni relevantes, en la evolución de 
la paramétrica, el pago realizado es efectivamente el del seguimiento de las variables. Nuestra 
conclusión es que no hay un problema en cuanto a que Ancap esté siguiendo o actualizando el valor de 
la paramétrica usando criterios diferentes de los que deben ser y están establecidos. En principio, esta 
no es la discusión que debe darse desde el punto de vista técnico. Para nosotros, el aspecto que vale 
la pena tomar en cuenta es en qué medida la paramétrica refleja los costos que, efectivamente, tiene 
una estación de servicio, y ese es el punto en el que nos vamos a concentrar ahora. 


Afortunadamente, para hacer este trabajo no tuvimos que recurrir a la realización de una 
encuesta por nuestra parte ni a mirar los balances de las estaciones de servicio, porque hay un trabajo 
de 2012, hecho entre Ancap y la Unión Nacional de Vendedores de Nafta, que contiene una encuesta a 
la que dimos validez porque fue realizada por dos partes que tenían una discrepancia; por esa razón, la 
utilizamos como algo que efectivamente refleja la realidad. Muestra lo que básicamente definimos 
como una estación tipo ya que, naturalmente, éstas tienen diferencias importantes. La encuesta se 
hizo sobre un total de 52 estaciones de servicio, asumiendo básicamente aquellas que tienen horario 
completo, esto es, 24 horas sobre 7 días. Un 87 % de ellas tiene minimercado y la mitad posee un 
camión de reparto de combustible. Su estructura de ingresos es la que aparece en la gráfica: 92 % 
proviene de los combustibles y, el 8 % restante, por otros conceptos. Venden 
aproximadamente 265.000 litros por mes, de los cuales la mitad corresponde a naftas. La distribución 
de destinos es la que se puede observar: 40 % automóviles, 31 % motocicletas y 29 % producción. 
Esta encuesta describe lo que es una estación tipo que, de alguna manera, fue definida por ambas 
partes. 


A su vez, la mano de obra de esa estación tipo tiene una conformación como la que se puede 
observar en la lámina: en general, son dos dueños con unos 15 empleados, entre los cuales hay once 
pisteros, dos administrativos y un encargado, y se realizan aproximadamente unas 190 horas extras al 
mes. Esto es lo que en la jerga de los economistas llamaríamos la función de producción de una 
estación de servicio: para poder vender el combustible, debe tener una conformación de este tipo. 


¿Dónde están los desacuerdos que la gente de Unvenu nos manifestó que tenían con 
Ancap? Ellos nos plantearon cuáles eran los puntos de desacuerdo y nosotros los describimos, 
cuantificamos y realizamos un informe. Luego, efectivamente fuimos a Ancap e hicimos una 
presentación similar a esta. Al respecto, quiero decir dos cosas. En primer lugar, que la fuente del 
desacuerdo proviene de Unvenu y, en segundo término, que todos los trabajos que realizamos 
nosotros se basan en información pública y no en información que Unvenu nos haya pasado a 
nosotros. Me parece que es importante señalar esto para entender dónde estamos parados. 


Los cinco puntos donde están planteadas las diferencias son los que podemos observar a 
continuación: cómo se reconoce el uso del camión en la paramétrica, las horas extras, pagas o no, en 
las que incurren las estaciones de servicio, el criterio de ajuste de alquileres, la seguridad y algunos 
temas que tienen que ver con la calidad. 


Antes del resumen final, voy a tratar de cuantificar la medida de estas discrepancias que hay 
entre lo que Unvenu nos relata —que forma parte de los costos— y lo que efectivamente Ancap 
reconoce, es decir, qué costos no están reconocidos en la paramétrica y, por lo tanto, están castigando, 
de alguna manera, la bonificación de Unvenu. Para hacer esa aproximación, aquí realizamos una 
descripción bastante breve. Como dije, aproximadamente la mitad de las estaciones de servicio 
relevadas usan un camión, las demás no lo hacen. La diferencia entre unas y otras es que unas 
venden más combustible y otras usan más pisteros que otras. Sin embargo, al final del día, cuando 


Ancap no reconoce que hay algunas que tienen camión y otras no, no está tomando en cuenta que las 
que lo tienen incurren en costos mayores por su uso. Uno podría decir que los que no tienen camión 
poseen más pisteros y, por tanto, por ahí podría haber una compensación. Efectivamente, se 
compensa algo, pero no la totalidad. En ese sentido, según una estimación que hicimos, el costo del 
camión tiene un gasto mensual de aproximadamente $ 67.000, mientras que los dos pisteros 
adicionales cuestan alrededor de $ 34.000. O sea que la diferencia entre esas dos variables es la que 
nos da el sobrecosto no reconocido por el uso del camión. Insisto, no todas las estaciones usan 
camiones, pero en la medida en que los hay, las que los utilizan enfrentan una bonificación que no 
compensa un costo que, por decirlo de alguna manera, no es despreciable. 


La segunda diferencia tiene que ver con las horas extras, y confieso que este es un tema que 
al principio nos costó entender. Hay aproximadamente 190 horas extras mensuales pagas en las 
estaciones de servicio —esto está reconocido en la encuesta, es decir, no fue declarado por Unvenu, 
sino levantado en la encuesta- que no están reconocidas en la bonificación. La pregunta inmediata que 
uno haría es si esto se podría suplir con una mejor organización del proceso de trabajo, de manera de 
hacerlo más eficiente y no requerir de esas horas extras. El problema está en el manejo del dinero en 
la pista, porque supone que cada turno —las personas que realizan esta tarea—, tiene que hacer su 
quebranto de caja y su «transmisión de mando» —dicho entre comillas— al siguiente turno. En promedio, 
en la medida en que hay aproximadamente seis pisteros que son los que manejan dinero en la pista, 
hay 90 horas extras al mes dedicadas estrictamente a este punto. Por tanto, de las 190 horas totales 
que están incluidas como horas extras en las estaciones de servicio, 90 de ellas se dedican a esta 
simple transmisión y que son difíciles de eliminar, pues si uno dijera que simplemente agrega un pistero 
más, el cálculo realizado indica que hacerlo cuesta más caro que pagar esas horas extras. En 
consecuencia, allí también identificamos algo que forma parte del corazón de la función de producción 
de la estación de servicio y que no está siendo reconocido por la paramétrica de manera explícita. 


El tercer componente es el ajuste de los alquileres. Lo primero que hay que decir es que no 
todas las estaciones de servicio son inquilinas, algunas de ellas son propietarias. De hecho, de las 52 
que forman parte de esa muestra, 31 son inquilinas. De todas maneras, me permito decir algo que es 
importante y que discutimos también con la gente de Unvenu en su momento. El hecho de que no 
paguen alquiler no quiere decir que no haya un costo hundido, porque quien es propietario hizo una 
inversión y ahí hay un dinero que no rinde, que no renta. En cualquier negocio el valor del capital, 
cuando uno lo hunde y lo usa en una propiedad, es un dinero que podría estar colocando en otro lugar 
y generar una rentabilidad. Es un cálculo básico de costo de oportunidad del uso del dinero. Por tanto, 
el hecho de que sean propietarios no quiere decir que no deba existir una remuneración por el capital 
inmovilizado en el terreno y en la estructura. O sea que ese es un punto importante a tener en cuenta. 
En mi opinión, decir como argumento que no todas pagan alquiler, no es suficiente para descartar que 
haya una remuneración, un capital inmovilizado, que tiene que estar presente. No necesariamente es 
el mismo, debería tratarse de otra manera, pero no debe manejarse este punto a la ligera diciendo que 
aquí no hay una remuneración asociada. 


Lo segundo es que no todas las estaciones que pagan alquiler tienen un ajuste con quien es 
el propietario del terreno o del espacio y que ajusta por índice de alquileres. Esto lo mostramos 
cuantificado en la imagen: el 26 % de las estaciones lo que tiene es un negocio asociado a la venta de 
combustibles, o sea que se trata de un porcentaje de la bonificación. 


Por lo tanto, lo que es importante mirar es la discrepancia que hay entre la evolución de la 
URA —que es como lo reconoce Ancap- y la del criterio del porcentaje de la bonificación; eso es lo que 
se puede ver en el gráfico. El índice de actualización cuando se utiliza el criterio de la URA lo 
mostramos en la gráfica como la franja celeste. Cuando uno mira lo que es la evolución del porcentaje 
de bonificación, se da cuenta de que sistemáticamente el alquiler aumenta por encima de lo que se 
incrementa la URA. Por lo tanto —otra vez—, en la medida en que la bonificación reconocida por la 
paramétrica ajusta por URA y en realidad, no todas las estaciones de servicio ajustan por ese criterio, 
sino por otro, que arroja un ajuste por encima de ese valor, esto podría, para algunas estaciones —no 
para todas; por eso en el ejercicio de sensibilidad no incluimos esta dimensión del alquiler—, significar 
que hay un desvío respecto de los costos reconocidos. 


Después de esta breve descripción, hicimos, básicamente, el análisis de sensibilidad. 
Tomamos los cinco puntos que forman parte de la discrepancia y cuantificamos, en la bonificación, 


cuánto efectivamente afecta al estacionero el hecho de que ese costo esté subreconocido en la 
paramétrica, de manera tal de poder llegar a una cuantificación del costo total no reconocido a los 
estacioneros para concluir en un resumen al final. 


Lo que hicimos, básicamente, es lo que está descrito aquí. Primeramente y respecto a la 
mano de obra -si quieren los señores senadores después, con mucho gusto, podemos explicar el 
procedimiento—, identificamos la paramétrica de Ancap, que está estimada por nosotros en el valor 
mostrado en azul. ¿Qué quiere decir que está estimada por nosotros? Recuerden los señores 
senadores que, al principio, evaluamos que nuestra actualización era simétrica, idéntica a la que Ancap 
realizaba en el pago. O sea que lo que hicimos fue armar un índice siguiendo los criterios que 
establece la paramétrica y esto es lo que en el gráfico aparece dibujado en azul oscuro. Lo que 
mostramos en celeste es la paramétrica hipotética si incluyera horas extras y lo que se puede ver es 
que en ese período de tiempo, desde enero de 2014 a diciembre de 2015, la paramétrica que incluye 
horas extras, por supuesto, evoluciona sistemáticamente por encima, entre otras cosas, porque allí 
están incluidas las 190 horas. 


¿Cuál es el costo final? Aproximadamente de un 2,9 %. Quiere decir que hay un 2,9 % de la 
bonificación por litro de combustible vendido que no está computado adecuadamente como 
consecuencia del no reconocimiento de horas extras. 


Hicimos algo idéntico para el camión de reparto pero no asumiendo todo el costo del camión 
sino el diferencial con los dos pisteros, esto es, los $ 33.000 que mencionábamos. Otra vez 
comparamos la paramétrica de Ancap versus una paramétrica hipotética que incluyera ese 
reconocimiento por el uso de camión y restados los dos pisteros de diferencia, lo que nos da que el 
costo promedio por litro de combustible vendido es de 3,3 % diferencial. 


Lo mismo hicimos para la seguridad, que es otro de los puntos en los cuales hay una 
diferencia. Este es un tema bastante más discutible hacia el futuro, en la medida en que está sobre la 
mesa el decreto que elimina el uso de efectivo. Esto solamente está contabilizando costos de 
seguridad en la pista y no en el supermercado o en la atención que se produce dentro de la estación. 
Eventualmente, este costo podría desaparecer una vez que el decreto esté funcionando. Eso generará 
otros costos, pero este, en particular, no debería estar imputado. Mientras eso no sea así, lo que 
evaluamos, a partir de la información, es que en la medida en que hay un 93 % de las estaciones que 
tienen vigilancia en la pista —según lo dice la encuesta—, hicimos un cálculo que nos habla de que esto 
tiene un costo asociado de $ 19.800 cuando hay seguridad privada y de $ 32.500 para la remesa, es 
decir, para el movimiento de dinero. Estos dos costos, ponderando adecuadamente cada uno de estos 
conceptos en el total, nos dan un promedio de 1,9 % de costos no reconocidos, otra vez, vinculados a 
la seguridad. Si el decreto finalmente estuviera vigente, este es un punto sobre el que probablemente 
no haya que volver, pero mientras no lo esté, representa, efectivamente, un costo no reconocido por la 
paramétrica. Lo mismo hicimos con la venta con tarjeta, en la medida en que todavía no rige el decreto 
que, en principio, entraría en vigencia en mayo; desconocemos el acuerdo final al que se va llegar con 
el gobierno respecto del cobro de comisiones. Lo que hicimos fue lo siguiente. Dada la encuesta, 
sabemos que la venta de combustible reconocida mediante tarjeta hoy es del 35,5 % de lo que la 
paramétrica reconoce. Si ese porcentaje genera ciertos ingresos reconocidos por Ancap, ¿cuánto 
debería ser si hablamos del 100 % de las ventas? Una vez que las ventas sean solo con tarjeta, van a 
tener que reconocer dos tipos de costos: el primero es el cobro de comisiones que, efectivamente, está 
asociado al uso de tarjetas, y el segundo es el costo financiero por hacerse del dinero de manera 
rezagada. Esos dos costos, el de las comisiones y el financiero, están estimados en función del 
reconocimiento que hoy la paramétrica hace del pago por tarjeta en un 35,5 %. Lo que hicimos fue una 
especie de regla de tres donde estimamos cuál debería ser el ingreso reconocido por el uso de tarjeta 
cuando entre a regir el decreto y las ventas por tarjeta sean del 100 %. 


Hicimos una especie de resumen de ejercicio de sensibilidad. En el gráfico se toma una 
utilidad bruta de $ 100 y se ve qué sobrecosto genera cada uno de esos conceptos que no están 
reconocidos y se muestra en cuánto terminaría la bonificación por el hecho de que ese sobrecosto no 
esté reconocido. Por supuesto, las tarjetas son el más importante y equivalen a un 30 % del total. Me 
imagino que eso es lo que está en proceso de negociación. Los otros conceptos, como ser el camión 
de reparto, las horas extras y la seguridad, suman aproximadamente otro 30 % donde hay un no 
reconocimiento de utilidades para la estación de servicio. 


Como dije al pasar cuando hablamos de los alquileres, no estimamos la sensibilidad del 
alquiler porque entendimos que es debatible ya que no en todos los casos son inquilinas ni tiene el 
mismo criterio. Ese concepto lo eliminamos y aun así la estimación que arroja nuestro ejercicio —insisto 
que se basa en información pública y en una encuesta que manejamos, donde están las dos partes en 
controversia— es que aproximadamente un 60 % de los costos efectivos, tomando el de las tarjetas, no 
estaría siendo reconocido por la paramétrica. Hablamos del 60 % si tomo todas las tarjetas, pero solo 
las puedo tomar a ese nivel cuando esté rigiendo el decreto. Por tanto, no decimos que hoy está 
ocurriendo eso. Lo que podemos decir es que hoy aproximadamente un 30 % es seguro —aunque debe 
haber algo más por tarjetas—, porque se reconoce el 35 % y ellos dicen tener, en promedio, más ventas 
por tarjetas que el 35.5 %; sin embargo, esa es una discusión que nosotros no podemos laudar porque 
no contamos con la información para hacerlo. 


El día que el directorio de Ancap nos recibió nos permitimos presentarle recomendaciones de 
alguien que mira esto desde afuera y que no se involucra más que pensando en cuál podría ser un 
camino a seguir. Básicamente les planteamos que hay algunos costos que deberían ser revisados, 
porque parece que forman parte del corazón de la función de producción de las estaciones y que no 
están reconocidos. Están los costos financieros asociados al decreto y, por tanto, hay que planificar 
cómo se va a tratar el tema. En algunos casos está estudiado el desvío que se produce en la 
paramétrica por el tema del alquiler de referencia. Por eso, además de adecuar la paramétrica tomando 
en cuenta esto, había dos mecanismos que nos parecía importante sugerir. El primero es instrumentar 
algún procedimiento de evaluación conjunta de la paramétrica. La impresión que tenemos es que hoy 
la paramétrica no está siendo revisada con ninguna frecuencia y probablemente sería bueno que 
hubiera una instancia técnica con alguna frecuencia predeterminada para que, con criterios técnicos, 
se pudieran sacar conclusiones de este tipo, de manera tal que estas asimetrías que se producen no 
resulten tan grandes. 


El siguiente comentario que quiero hacer es que, mientras esas reuniones periódicas no 
tienen lugar, hay que intentar encontrar algunos límites para que, cuando se excedan, se pueda 
convocar a esa instancia de revisión. 


La primera vez que me aproximé a este problema, mi impresión como economista y como 
ciudadano fue que todo este sistema de precios que está involucrado es un delirio. Les confieso que, 
una vez estudiado, los dilemas son muchos. Acá hay dos soluciones extremas posibles: desregular 
este mercado y establecer que funcione bajo un mecanismo de fijación de precios estrictamente de 
mercado, o poner un esquema regulatorio. Ambos tienen problemas. El primero tiene problemas de 
eficacia: un esquema que desregule absolutamente es probable que lleve —hay evidencias que así lo 
muestran— a que haya lugares del territorio nacional o de las ciudades donde no sea rentable vender el 
combustible. Por lo tanto, allí no habría una unidad, lo que provocaría costos de eficacia en términos de 
la política de distribución de combustibles a toda la población. Es decir que esa es una solución que da 
lugar a algún mecanismo de regulación. Sin embargo, un mecanismo de regulación también tiene 
problemas. Al final del día, lo que está discutiendo el distribuidor con la empresa que comercializa el 
combustible es cuánto dinero se puede ganar. Es natural y legítimo que se produzcan discrepancias, y 
lo que uno puede hacer es acotar la discusión con criterios técnicos para que se haga sobre 
información pura y sobre criterios más o menos probados. 


Ese debate no es el que nos convocó; o sea que nuestra presentación es la que hemos 
hecho. 


SEÑOR CARBAJALES.- Deseo hacer un comentario: el estudio que presentó CPA abarca un período 
determinado, por lo que hay un componente que no está estudiado. Me refiero a lo que comentó el 
señor Bonino, es decir, el congelamiento de la paramétrica a partir del 1.* de julio de 2016. O sea que 
si hubiera que seguir el trabajo habría un desfase en lo que él mostró en la primera parte, que es la 
paramétrica ajustada en todos sus parámetros correctamente. 


SEÑOR DE LEÓN.- Viendo la presentación que hacía el economista Oddone, esto se simplificó con 
respecto a la paramétrica en cuanto a los cinco grandes indicadores. Ustedes estuvieron analizando 
algunos de ellos y tengo algunas preguntas de aspectos que no me quedaron claros. 


Por ejemplo: ¿cómo hicieron las ponderaciones según fuera con camión o sin camión? La 
misma duda me surge con respecto a quienes alquilan la estación o son propietarios, ya que eso 
parece importante en el planteo que están haciendo. 


Por otro lado, ha habido algunos trascendidos de prensa respecto a la posibilidad de 
desregular a partir de puerta de refinería. O sea que Ancap vendería en puerta de refinería y todo el 
componente privado —distribución, bonificación, etcétera— tendría simplemente un tope indicado por 
Ancap. Esa podría ser una alternativa y quisiera saber qué piensan de ella. 


Adelanto que, en lo personal, creo que no es una buena alternativa porque puede generar una 
distorsión importante y una concentración de quienes manejan el sector de las estaciones. Tal vez si se 
utiliza algún sistema de franjeo la propuesta podría ser más justa. Por tanto, quería conocer su opinión. 


SEÑOR ODDONE.- Nosotros no sensibilizamos el trabajo, como decía en las conclusiones, entre los 
que tienen alquiler y los que no, precisamente por la dificultad que el señor senador señalaba. Por lo 
tanto, en el trabajo eso no está ponderado. Simplemente lo que hicimos fue mostrar que la 
actualización del alquiler por URA sistemáticamente se ubica por debajo de la actualización que 
enfrenta un estacionero que paga un porcentaje de la bonificación. Esa es la única consideración que 
hicimos sobre alquileres. 


SEÑOR DE LEÓN.- Es decir que ustedes incorporan en el modelo al que paga alquiler y al que tiene 
camión. 


SEÑOR ODDONE.- En el ejercicio final no sensibilizamos el alquiler; lo único que hicimos fue decir que 
hay un tema en ese sentido. Ese tema es asimétrico entre estaciones y como no teníamos un criterio 
objetivo para ponderarlo, no lo hicimos en el ejercicio de sensibilidad. De cualquier manera, usando un 
criterio conservador, estamos mostrando que hay un conjunto de costos no reconocidos que, aun no 
tomando el tema del alquiler —que para algunas estaciones existe; no para todas—, igualmente da un 
sobreprecio menor. Pero con el alquiler no hicimos nada. 


Con el tema del camión sí hicimos algo. Sabemos que el 48 % de las estaciones incluidas en 
la encuesta usan camión y el 52 % no. De las que tienen camión, la función de producción es la que se 
aprecia en la imagen: venden esos litros, esos son sus ingresos, etcétera. Y el mismo trabajo se hizo 
para las estaciones sin camión. Lo que hicimos fue ponderar por esa estructura, que es 52 % y 48 %, y 
el resultado al que llegamos después, cuando hacemos ese costo de estimación de la sensibilidad, 
está hecho en base a esa ponderación. Es decir que respetamos la estructura que la encuesta arroja 
con respecto a cuántas estaciones tienen camión y cuántas no. 


SEÑOR BONINO.- Simplemente quiero aclarar que cuando se da la discusión con Ancap, luego de 
este relevamiento, nosotros insistimos en que si se tomaban en cuenta las estaciones que vendían 
combustible con camión —que básicamente son aquellas que atienden al sector agropecuario y a la 
industria—, debían tomarse los costos asociados: la amortización del camión, el costo del chofer, la 
reparación, el mantenimiento, etcétera. Es decir que en el caso de los litros que se vendían con 
camión, había que tomar en cuenta los costos asociados. Si Ancap no quería tomar en cuenta esos 
costos asociados, la propuesta era que suprimiera esos litros. De manera que le dábamos dos 
alternativas: no tomar en cuenta esos litros y no asociar esos costos, o tomar en cuenta esos litros y 
asociar esos costos. El problema es que Ancap tomó en cuenta los litros y no asoció costos. 


SEÑOR ODDONE.- Con respecto a la otra pregunta, voy a ser bien enfático en la primera parte: esto 
no forma parte de la reflexión que surge del trabajo. Voy a contestar como economista, a partir de 
haberme aproximado al trabajo. Esto es bien importante, porque al final del día lo que voy a hacer 
ahora es una argumentación. En las respuestas anteriores me tenía mucha más fe para sentirme 
seguro de lo que estaba diciendo. Lo que voy a hacer ahora es simplemente una argumentación que 
más o menos hemos discutido, porque lo interesante de estos trabajos es que uno se enfrenta a ellos y 
empieza a pensar como si tuviera que decidir qué hacer. 


Concretamente, lo que uno visualiza acá es lo siguiente. Implicitamente en esta discusión 
hay dos implicancias que para mi gusto no se pueden perder de vista. La primera es que en algún lugar 
alguien está visualizando que hay un sobrecosto en la cadena de distribución del negocio del 
combustible. Alguien está diciendo que esto cuesta caro; de lo contrario, toda esta discusión que está 
montada hoy no tendría lugar. Por lo tanto, hay técnicos, probablemente del Gobierno o de Ancap, que 
están estimando cómo poder hacer esto más barato. Esa es una primera consideración que no hay que 
perder de vista. 


La segunda consideración que me parece importante y bien relevante  —porque en el sector 
financiero pasa algo similar, aunque a otra escala— es que se debe tener en cuenta la sostenibilidad de 
los negocios. Cuando hay un negocio regulado, cuando el Estado interviene —por política pública, 
porque hay mérito para regular—, es tan importante controlar que el negocio efectivamente se cumpla 
bajo los estándares definidos como asegurar que es posible ejecutar ese negocio en esos estándares. 
Si la regulación de riesgo se hiciera de manera perfecta en el sector financiero, probablemente no 
habría situaciones de riesgo. En ese sentido, acá ocurre algo de eso. Siempre se podrá discutir que el 
costo de una cadena es importante y que debe ser objeto de regulación, pero lo que es una evidencia 
constatable en esta cadena es que funciona, sobre todo, en comparación con otras cadenas de 
distribución de combustibles en el Uruguay. En general, si se observa la historia reciente el país, el 
combustible está ahí. Por eso, cuando uno va a introducir criterios regulatorios debe tener cuidado de 
cumplir con la eficacia pero, al mismo tiempo, con que el hecho de que al introducirse esas 
alteraciones no generen riesgos de eficacia. 


Para terminar, combinando las dos visiones, quiero decir lo siguiente: si alguien considera que 
el costo de la intermediación o el de distribución es excesivo e introduce alteraciones, lo que habrá, 
seguramente, son ganancias de eficiencia, el sector va a seguir funcionado y eso al único lugar que 
conduce es a la concentración. La concentración en sí misma, en mi opinión, no es ni buena ni mala. O 
sea, puede haber un mercado en el que la regulación favorezca el exceso de concentración y lo haga 
ineficiente. Es muy difícil encontrar el nivel óptimo. Sí pienso que se debe tener presente que cualquier 
cambio regulatorio debe considerar dos cosas: por un lado, que no afecte la garantía de suministro y, 
por otro, que no afecte la garantía de suministro en algunos puntos que geográficamente se pueden 
volver inaccesibles o carísimos. 


Entonces, respecto a esta discusión sobre la regulación por franjas, me permito sugerir una 
precaución: cuidado con hacerla contraponiendo chicos versus grandes. Si a los chicos se les 
reconoce una bonificación distinta a la de los grandes, se generan dos tipos de problemas. Primero, 
puede ser que no necesariamente se premie la eficiencia, porque no hay un estímulo a que quien haga 
mejor las cosas reciba la mejor bonificación, cosa que siempre se padece en una economía de 
mercado como la nuestra y, segundo, y más importante todavía: nada me garantiza que los chicos 
estén localizados en las zonas geográficas del país donde yo quiero estar. Por eso, antes de clasificar 
la bonificación por tamaño, creo que sería mucho más importante considerar las veinte, las diez o las 
cinco —no tengo idea de cuántas son- estaciones ubicadas en algunos lugares del territorio que, si no 
estuvieran allí, los usuarios tendrían un costo de traslado y de suministro, con lo que se vería afectada 
la producción y la comunicación de la zona, por ejemplo. Ese es el criterio que se debería emplear si se 
van a hacer franjas de bonificación, es decir, que el sistema beneficie con un subsidio, con una 
bonificación mayor, a las que son esenciales, porque si no, no existirían. Ese sería un subsidio 
explícito, claro y transparente, y no escondido por allí. Pienso que ese criterio es mejor que el de hablar 
en términos de chicas y grandes, porque son denominaciones que pueden querer no decir mucho y así 
trasmitir señales que den lugar al cierre de estaciones en áreas donde son fundamentales, al mismo 
tiempo que pululan en zonas donde no son tan necesarias. 


Esto es lo que me atrevo a decir fuera del libreto que hicimos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La delegación hizo referencia a un convenio salarial y al no reconocimiento 
del incremento previsto en ese marco. Recopilando noticias de prensa, he visto que Unvenu ha 
hablado de descolgarse, de pedir el descuelgue del convenio salarial. En concreto, la primera pregunta 
es si eso finalmente ocurrió o no. 


La segunda pregunta, tiene que ver con un anuncio del día de ayer con respecto a una 
medida vinculada a la suspensión del suministro de combustible para servicios no esenciales en las 
estaciones de servicio los días 21 y 22 de noviembre. ¿Eso está vinculado a una negociación con 
Ancap, al no reconocimiento de estos costos o hay otros elementos adicionales? 


El economista Oddone habló de la posibilidad de desregulación y, en realidad, fueron 
trascendidos de prensa que se estuvieron manejando e, incluso, fue tapa de un diario. En ese caso, la 
desregulación era para el sector privado, pero hay un actor —que aquí es juez y parte—, Ducsa, que 
tiene a su vez estaciones de servicio. Si no me equivoco, hay más de 470 bocas de venta de 
combustible en Uruguay y Ducsa tiene una parte, aunque no sé cuánto es su volumen. Si el tema de la 
desregulación se aplica, me gustaría saber cómo afectará, no a la cadena privada sino a Ancap; esto 
es, si entra o no dentro del mismo sistema. 


Otra pregunta está relacionada con manifestaciones realizadas por el economista Oddone y 
por el señor senador De León sobre esta nueva versión de prensa, ya no hablando de desregulación 
sino de franjas, de reconocimiento o de bonificaciones de franjas con subsidios a estaciones de 
servicio de menor tamaño en detrimento de las otras. 


El economista Oddone habló de una alternativa que tiene mucha lógica y que es así. Quien 
conoce el país se da cuenta de que a Minas de Corrales va un camión de Ancap una vez cada tanto y 
esa es la única fuente de suministro de combustible que tiene la localidad. El camión va solo para eso; 
de lo contrario, allí no tendrían combustible y los lugareños se lo deberían proveer en Tacuarembó o 
Vichadero. 


Teniendo en cuenta esa lógica y que también fue noticia de prensa el hecho de que Ancap 
está estudiando el tema —sabemos que en un principio se suspendió y se postergó la decisión por un 
mes, aunque creo que ahora el no reconocimiento del tema, al menos por la mayoría del directorio, 
está laudado—, nos gustaría saber qué instancia de negociación están teniendo con Ancap, qué les han 
dicho. 


En lo personal, solo formulé preguntas en función de versiones de prensa: primero, el 
descuelgue; el posterior anuncio de parte de ustedes de un paro, de una desregulación y de un 
reconocimiento diferencial en función de tamaño o de litro que, no sé cómo se puede llegar a 
determinar. De todas maneras, nos interesaría saber qué les trasmitió Ancap y qué instancia de 
negociación mantienen con el ente, más allá de los trascendidos de prensa. 


SEÑORA TOURNÉ.- El rol que uno tiene acá viene a ser parte del lobby, porque este tema no lo 
decidimos aquí. Digo esto para aclarar los tantos, porque si se viene a hablar en castellano antiguo, yo 
vengo a representar a doña Tota que de este negocio sabe a la hora de poner nafta en el auto. 


Me quedó clarísimo el informe que hizo el economista Oddone, del cual aprendí y, de hecho, 
se lo voy a pedir para tenerlo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Será repartido a todos los miembros de la comisión. 
SEÑOR TOURNÉ.- Lo que me preocupa es a lo que apuntó el señor presidente al final de su pregunta. 


Aquí tenemos un problema evidente, que no voy a calificar ni discutir porque este no es el 
ámbito adecuado para hacerlo. Nuestros visitantes largaron la huelga —aunque le pusieron un nombre 
más fino, porque se trata de empresarios— y dijeron que no van a retirar el suministro y van a dejar un 
servicio esencial; de hecho, esta mañana escuché las declaraciones que hicieron al respecto. Supongo 
que entre una cosa y la otra hay una instancia de negociación o, por lo menos, es lo que espero, 
porque en ese caso sí podríamos servir para ayudar en la negociación. En realidad, me gustaría saber 
si se está llevando adelante una negociación porque, si esto va a quedar así, entonces no hablamos 
de nada. Pido excusas a los invitados pero yo me dedico a la parte política; de la técnica aprendo, 
encantada, de las intervenciones que se realizan. 


SEÑOR BONINO.- Con respecto a la pregunta sobre el descuelgue salarial, si bien el señor presidente 
decía que esta es una situación ya laudada, nosotros nos negamos a aceptarlo y, por eso, hemos 
recurrido administrativamente la medida. Eso está en proceso y los señores senadores saben que lleva 
un largo tiempo, pero en prevención, como el 1. de enero correspondería realizar otro ajuste y, 
probablemente, no va estar resuelta la vía administrativa, la única solución sería que Ancap reviera su 
decisión. De no ser así, pasaría al Tribunal de lo Contencioso Administrativo y el proceso sería muy 
largo. Entonces, para prevenir que esta situación continúe y nos enfrentemos a situaciones 
económicas más difíciles que las actuales, hemos decidido efectuar el descuelgue. Ese descuelgue se 
empieza a procesar. Están terminando de trabajar en la parte jurídica. Si podían, ya empezaban hoy a 
presentarse en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. 


Como segundo punto, se hacía referencia a la medida de no despacho de combustible los 
días 21 y 22 de noviembre. Tiempo atrás la medida ya había sido tomada en una asamblea. Ayer se 
fijaron estas fechas. No hablamos de paro, más que nada porque las estaciones van a estar abiertas. 
La idea es que no se despache combustible. El resto de los servicios que no tienen nada que ver con la 
paramétrica... 


(Interrupción de un señor senador que no se escucha). 


—Nuestro negocio tiene una parte que está en relación con Ancap, que es el despacho de 
combustibles. El resto, no tiene que ver con Ancap y no está regulado por la paramétrica. Por eso, el 
resto del negocio no entra en conflicto y, por ende, va a seguir funcionando. Además, obviamente, 
tampoco afecta el salario de nuestros funcionarios. Ellos van a trabajar y a cobrar como corresponde. 
Lo único es que no vamos a despachar combustible. 


Con respecto a si hay instancias de negociación, obviamente, nosotros siempre hemos 
tenido una vocación de diálogo. La hemos tenido siempre. Lo que sucede es que, en este caso, nos 
hemos cansado de solicitar entrevistas. Hemos tenido reuniones con muchos legisladores de distintas 
bancadas. También nos hemos reunido con la señora ministra porque el señor presidente le pidió que 
nos recibiera —nosotros le habíamos solicitado la entrevista, pero no nos había recibido—; fue por eso 
que le solicitamos al señor presidente una entrevista y él le pidió a ella que nos recibiera. Tuvimos un 
encuentro, quedó en volver a recibirnos, pero no tuvimos más reuniones. 


A su vez, el único contacto que tuvimos con el Directorio de Ancap fue cuando nos recibió 
para que Oddone, Rego y Brum, que son quienes trabajaron en este análisis, pudieran presentarlo a 
ese directorio. Luego no tuvimos más instancias. Sí nos fijaron una reunión —nosotros la habíamos 
solicitado—, que luego fue suspendida poco antes de la visita que realizó el señor presidente a China. 
Como iba a ser unos días antes y la presidenta de Ancap viajaba, supuestamente la suspendieron por 
esa razón. Luego no nos hemos reunido. Ayer nos comunicaron que nos recibirían mañana, pero hasta 
ahora no hemos tenido contacto. Reitero que nosotros estamos abiertos, estamos dispuestos a 
dialogar con quien sea. 


Quien nos abrió en mayor medida las puertas fue el ministro de Trabajo y Seguridad Social, 
más que nada porque estaba directamente involucrado por el tema del descuelgue salarial y, además, 
porque había participado directamente en la negociación. Incluso, junto con el director nacional de 
trabajo, generó una instancia de diálogo en el que participaron los trabajadores de la dirección de la 
UNTMRA, nosotros, el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social a través del director nacional de 
trabajo, y el Ministerio de Industria, Energía y Minería, representado por la directora nacional de 
energía. Esa reunión comenzó con muy buen espíritu y los trabajadores plantearon cosas muy 
parecidas a las nuestras. Más que nada, ambos reclamábamos saber a qué nos estábamos 
enfrentando y si eran ciertas las informaciones que circulaban, porque no teníamos una versión directa. 


La única respuesta que tuvimos en ese momento fue que se estaba trabajando pero que no 
había ideas completas. Fue algo parecido a lo que nos dijo la ministra en su momento: que ella estaba 
dejando fluir las ideas, pero que hasta ese momento no había una decisión tomada. Después no 
tuvimos más contacto con ellos y está a la vista la reunión de mañana. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Una consulta: con relación a las dos propuestas que comenté, que leí en la 
prensa, de regulación, de tratamiento diferencial o de bonificación diferencial, ¿no fueron comunicadas 
oficialmente? Eso es lo que quería saber. 


SEÑOR BONINO.- Nosotros también leímos sobre las dos en la prensa, y en ninguna circunstancia 
nos fueron comunicadas. 


En aquel momento le preguntamos específicamente a la ministra, no lo de las franjas, pero sí 
lo de la regulación que había salido, y la respuesta de ella fue que estaba dejando fluir las ideas, pero 
que todavía no tenía nada en concreto. 


SEÑOR CARBAJALES.- Voy a hacer un comentario adicional, de carácter económico. En la 
presentación que hizo Bonino, comentó que el Poder Ejecutivo había marcado la rebaja del 10 % de la 
bonificación de las estaciones de servicio. Vuelvo sobre el trabajo de CPA Ferrere; tampoco está 
contemplado, y para que ustedes tengan una idea del valor, un 10 % en la estación tipo es casi un 
50 % de la utilidad. Si ustedes observan el trabajo, verán que de cien quedamos en cuarenta, y si se 
aplica eso, es directamente pérdida. Menciono esto para que se visualice cuál es la situación del 
sector, y en términos objetivos, con números, no en términos opinables. 


Lo que le falta a la Unión de Vendedores de Nafta —es interesantísimo lo que comentó la 
señora senadora, políticamente—- es un interlocutor. La Unión de Vendedores de Nafta no tiene 
interlocutores desde hace muchísimo tiempo. Para ser bien sinceros, llegamos a un extremo en que 
nos parece hasta una falta de respeto. Tenemos muchos problemas desde hace mucho tiempo. Somos 
gente de diálogo. Fijense que tenemos un congelamiento desde el mes de julio de algo que, si ustedes 
leen la resolución, indica que corresponde pagar, y no lo pagan y no pasa nada. Primero se hizo por un 
mes y luego se insiste y se sigue, se sigue y se sigue. Tenemos un acuerdo, que lo hizo un ministro, y 
entendemos que lo hizo de buena fe. Las participaciones de Murro y de Castillo las entendimos de 
buena fe —Castillo fue el garante—, y es por eso que la Unión de Vendedores de Nafta aceptó, porque 
justamente intervino un ministro, pero eso no se cumplió. Entonces, nosotros hoy, además de no tener 
un interlocutor, nos preguntamos con quién se puede hacer un acuerdo si se lo hace con un ministro y 
no se cumple. Por supuesto que el ministro es consciente de lo que sucedió —estuvo con nosotros—, 
pero la solución no estuvo. Es más: concurrió a la Unión de Vendedores de Nafta, nos pidió tiempo en 
aquel entonces y nosotros se lo dimos. Me acuerdo de que el día que vino llegó la segunda resolución 
y, lejos de resolverse, se sigue suspendiendo, más que nada porque ahora aparece esta noticia, que 
es cierta. De repente, visto desde el ángulo de alguien que no está en el tema, puede parecer algo 
apresurado, sin embargo, objetivamente es más que demorado porque la Unión de Vendedores de 
Nafta es una institución que dialoga, pero para eso precisa con quien conversar. 


SEÑORA TOURNÉ.- Justamente ahí es donde está lo que entiendo es mi rol, porque está notable que 
acá podamos discutir y comprender todos los aspectos técnicos, todo eso colabora, pero me pregunto 
cuál es el rol que podemos jugar nosotros. Es por eso que pregunto: ¿no hay ámbito de negociación? 
Según lo que estoy entendiendo, no lo hay o, por lo menos, está siendo difícil. A mí me parece que sí 
tenemos un rol más claro que conversar entre nosotros, y no es malo. Mi preocupación es encontrar la 
forma de poder colaborar desde mi lugar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En definitiva, creo que lo expuesto nos quedó claro. La presentación se va a 
repartir porque contiene el fundamento técnico de lo que ustedes están reclamando. Lo demás tiene 
mucho que ver con lo que decía la señora senadora Tourné, que son los ámbitos de negociación para 
discutir los fundamentos técnicos y las soluciones posibles. 


Nos dijeron que varios de los comunicados de prensa simplemente han sido comunicaciones 
donde han fluido ideas, pero no propuestas concretas por parte de Ancap, más allá de la buena 
voluntad del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social para intentar solucionar el problema, incluso 
como garante. Eso fue lo que entendí. 


Además, señalaron que supuestamente esta semana tienen una reunión en Ancap para hablar 
de este tema. En nombre de la comisión —me animo a decir—, les solicito que nos tengan al tanto del 


resultado de la reunión, porque además de cumplir con la función legislativa, oficiamos de caja de 
resonancia tratando de ser articuladores o facilitadores en la búsqueda de una solución. A eso sí nos 
podemos comprometer, tratando de colaborar en la búsqueda del ámbito de negociación. La solución 
no sale de acá, pero quizás sí las condicionantes para que se pueda dar un ámbito de negociación. 


Queremos agradecer su presencia y pedirles que nos tengan al tanto de las dos o tres 
situaciones que anunciaron hoy que podrían llegar a darse, del descuelgue salarial con todo lo que eso 
implica, de los posibles cambios en función de una nueva propuesta de Ancap, si se da o no -si tiene 
que ver con lo que salió en la prensa-y si hay un ámbito de negociación de algún tipo lo que implica un 
reconocimiento de algunos de los costos que hoy no están reconocidos. 


Simplemente pedimos que se comuniquen con la presidencia a través de secretaría y se dará 
cuenta a todos los integrantes de la comisión, a fin de ver cómo podemos actuar para tratar de 
interceder en general en los ámbitos correspondientes, a los efectos de encauzar este tema, que ya 
tiene demasiado tiempo arriba de la mesa. 


Nuevamente, muchas gracias. 
(Se retira de sala la delegación de Unvenu). 
—Se levanta la sesión. 


(Son las 17:17). 
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